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O CONTRAPRESTACIÓN ECONÓMICA? UN ANÁLISIS DE LA 

POTESTAD TRIBUTARIA EN LAS RETRIBUCIONES QUE EXIGE EL 
ESTADO PERUANO POR EL USO DE LOS RECURSOS NATURALES 

FEE FOR THE USE OF THE RADIO SPECTRUM: TAX OR ECONOMIC 
CONSIDERATION? AN ANALYSIS OF THE TAXING POWER OVER  

THE FEE REQUIRED BY THE PERUVIAN STATE FOR THE USE  
OF NATURAL RESOURCES

Piero Vivar Pajuelo*
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El objetivo de este artículo es analizar la naturaleza 
jurídica del canon por el uso del espectro radioeléc-
trico en el Perú, obligación que es exigida por el 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones a los 
operadores de servicios de telecomunicaciones. 

A partir de un análisis dogmático, normativo y 
jurisprudencial, el artículo sostiene que el Canon 
no satisface la estructura típica de una tasa-de-
recho. Aunque recae sobre el uso de un bien de 
dominio público, su exigibilidad no se explica por 
la prestación de un servicio estatal divisible ni por 
una obligación tributaria coactiva en sentido es-
tricto, sino por el otorgamiento del uso exclusivo 
de un recurso natural integrante del patrimonio 
de la Nación.

En esa medida, su estructura se asemeja a una 
contraprestación económica de naturaleza no tri-
butaria, sujeta a los límites de razonabilidad, lega-
lidad e interdicción de la arbitrariedad, pero no al 
régimen propio de los tributos.

Palabras clave: Canon; espectro radioeléctrico; 
tasa; recursos naturales; tributo; contraprestación 
económica.

The purpose of this article is to analyze the legal 
nature of the canon fee charged for the use of the 
radio spectrum in Peru, an obligation imposed by 
the Ministry of Transport and Communications on 
telecommunications service operators.

Based on doctrinal, normative, and jurisprudential 
analysis, this article argues that the Fee does not 
satisfy the typical structure of a user charge tax 
(‘tasa-derecho’). Although it is levied on the use 
of a public-domain asset, its enforceability is not 
grounded in the provision of a divisible public 
service or in a strictly coercive tax obligation, but 
rather in the granting of the exclusive right to use 
a natural resource that forms part of the Nation’s 
patrimony. 

Accordingly, its structure more closely resembles 
a non-tax economic consideration, subject to the 
principles of reasonableness, legality, and the 
prohibition of arbitrariness, rather than to the 
legal framework governing taxes.

Keywords: Canon fee; radio spectrum; user 
charge tax; natural resources; tax; economic 
consideration.
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I.	 INTRODUCCIÓN

En el Cuaderno número 46 del Archivo de la Pon-
tificia Universidad Católica del Perú, Fernando Zu-
zunaga del Pino evoca una anécdota sobre sus pri-
meras interacciones con el profesor Armando Zo-
lezzi Möller, quien le aconsejó simplificar el análisis 
jurídico, y prescindir de ‘aderezos’ conceptuales:

Lo conocí cuando tenía 21 años y llevé el pri-
mer curso de Derecho Tributario en las casetas 
de Derecho en el segundo semestre del año 
1987. Impresionaba su claridad expositiva, su 
dominio escénico y su apariencia de caricatura 
de cavernícola […] Mis pesadillas eran dos: la 
calificación del peaje como tasa o contribu-
ción (ni se pensaba en aquella época que un 
agresivo cambio hacia políticas liberales po-
dría convertir a esa prestación en “precio”) y 
la asignación de poder tributario en la Consti-
tución del 79 en favor de los Gobiernos Regio-
nales y Gobiernos Locales […] 

Yo iba con las partes pertinentes de los libros 
que leía, para contrastar lo escrito por los auto-
res con lo expuesto por él. Como a la enésima 
vez me miró, agarró mi libro de Ataliba, que di-
cho sea de paso estaba marcadísimo con miles 
de colores y ante mi pregunta sobre la tasa me 
dice: «Fernando el tema es mucho más simple 
de lo que tienes en la cabeza, primero déjate 
de masturbaciones mentales que no te van a 
ayudar en nada y califica las cosas de manera 
concreta, simple y sin tanto aderezo». (2006, 
pp. 27-28) [el énfasis es nuestro] 

Esta cita es ilustrativa de cómo en la práctica jurídi-
ca las clasificaciones doctrinarias pueden comple-
jizar el análisis y desviar la atención de los hechos 
que se analizan. El consejo del profesor Zolezzi 
mantiene vigencia pues nos recuerda que el análi-
sis jurídico debería ser claro y directo, enfocado en 
las características objetivas de la operación anali-
zada y sin tanto aderezo conceptual.

Esta tensión en el análisis jurídico se manifiesta 
en la evaluación sobre la calificación de las obliga-
ciones que exige el Estado por el uso de los recur-
sos naturales, pues en distintos ordenamientos 
jurídicos se ha discutido si el cobro corresponde a 
una tasa, contribución o un concepto de natura-
leza distinta a la tributaria como una contrapres-
tación económica.

1	 Ello no implica que el Estado no tenga limitaciones en sus prerrogativas para fijar su importe, pues el Estado Constitu-
cional de Derecho exige que todas las obligaciones que imponga el Estado deben determinarse bajo criterios objetivos, 
razonables y debidamente motivados, a la luz del principio de interdicción a la arbitrariedad. 

En el Perú, esta discusión no es nueva y no ha sido 
ajena a distintas elucubraciones jurídicas. En espe-
cífico, en el caso del canon por el uso del espectro 
radioeléctrico (en adelante, el Canon) existe una 
discordancia entre el criterio de diversa jurispru-
dencia del Tribunal Fiscal que considera que este 
cobro es una obligación tributaria del tipo tasa-
derecho, y pronunciamientos de la Corte Suprema 
que califican a esta obligación como una contra-
prestación económica por el uso de los recursos 
naturales del Estado. 

Esta controversia tiene relevancia práctica, ya 
que, si se considera que el Canon es un tributo, 
su determinación se debe regir bajo los principios 
que limitan las obligaciones tributarias y cualquier 
cuestionamiento sobre su validez se debería ca-
nalizar mediante los procedimientos previstos en 
el Código Tributario. Por el contrario, si la obli-
gación tiene naturaleza de una contraprestación 
civil por el uso de un recurso natural, su deter-
minación no estaría sujeta a las limitaciones del 
derecho tributario1.

En ese contexto, el artículo desarrolla una investi-
gación jurídica dogmática, analítica y jurispruden-
cial que tiene como finalidad determinar si el Ca-
non califica como un tributo del tipo tasa-derecho 
o como una contraprestación económica no tribu-
taria derivada del aprovechamiento privativo de 
un recurso natural. 

Para alcanzar dicho objetivo, la metodología em-
pleada consiste en:

a)	 Identificar el régimen normativo aplicable al 
Canon;

b)	 contrastar sus elementos estructurales con 
las categorías tributarias previstas en el Có-
digo Tributario;

c)	 examinar la jurisprudencia relevante del Tri-
bunal Fiscal y la Corte Suprema sobre el Ca-
non y otras obligaciones económicas vincu-
ladas al aprovechamiento de bienes públicos 
del Estado; y

d)	 evaluar si la calificación del Canon como ta-
sa-derecho resulta compatible con el marco 
jurídico que regula la explotación de los re-
cursos naturales en el Perú.
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A tal efecto, el artículo aborda la discusión sobre la 
naturaleza jurídica del Canon a través de tres pre-
guntas sencillas:

a)	 ¿Qué se retribuye a través del pago del Ca-
non? 

b)	 ¿Cuáles son las características de esta obliga-
ción? 

c)	 ¿Qué potestades tiene el Estado para exigir 
su cobro?

Las respuestas a estas interrogantes permiten sos-
tener que el Canon no constituye un tributo de la 
especie tasa-derecho. Si bien esta obligación se 
asemeja a una tasa-derecho exigida por el aprove-
chamiento especial de bienes de dominio público, 
su fundamento jurídico no radica en la prestación 
de un servicio estatal divisible ni en el ejercicio de 
la potestad tributaria, sino que se trata de una con-
traprestación económica que retribuye la atribu-
ción y el aprovechamiento económico exclusivo de 
un recurso natural integrante del patrimonio de la 
Nación. Esta tesis será desarrollada en los siguien-
tes apartados.

II.	 ¿QUÉ SE RETRIBUYE A TRAVÉS DEL PAGO 
DEL CANON? 

Los servicios de telecomunicaciones hacen posi-
ble la transmisión de información y datos entre 
usuarios a larga distancia, generalmente me-
diante tecnologías inalámbricas. Este proceso se 
sustenta en el uso de ondas radioeléctricas, que 
son ondas electromagnéticas, cuyas frecuencias 
se fijan convencionalmente por debajo de los  
3000 GHz2.

Dichas ondas conforman el espectro radioeléctri-
co, espacio intangible que permite la propagación 
de señales y que es considerado un recurso natural 
indispensable para el funcionamiento del sector 
telecomunicaciones. Desde una perspectiva eco-
nómica, el espectro radioeléctrico califica como un 
bien rival y no excluible, lo que justifica la inter-
vención del Estado para garantizar su asignación 
eficiente y evitar distorsiones en el mercado3. Por 

2	 En el Perú, el espectro radioeléctrico comprende las frecuencias comprendidas entre los 3 kHz y los 300 GHz, según el 
Plan Nacional de Atribución de Frecuencias aprobado por la Resolución Ministerial 0597-2023-MTC/01.03. 

3	 Esta clasificación económica de los bienes, según criterios de rivalidad y exclusión, puede revisarse en Mankiw (2015). 
4	 Entre otras, el Decreto Legislativo 702 y los Decretos Leyes 26095 y 26096.
5	 Contribución destinada a financiar las funciones de supervisión y regulación del OSIPTEL. Se calcula sobre la facturación 

anual de las empresas del sector vinculada a las actividades reguladas. La tasa aplicable es fijada periódicamente median-
te decreto supremo. Para el periodo 2025-2027 se estableció una alícuota de 0.5% (Decreto Supremo 150-2024-PCM). 

ello, la administración y regulación de este bien es 
de competencia exclusiva del Ministerio de Trans-
portes y Comunicaciones (en adelante, MTC).

En nuestro país, el régimen jurídico aplicable al 
sector surge del proceso de apertura económica 
iniciado en la década de 1990, que transformó el 
rol estatal: de proveedor directo e intervencionista 
a ente regulador y supervisor. Antes de este cam-
bio, la prestación de servicios recaía principalmen-
te en la Compañía Peruana de Teléfonos S.A., con 
escasa participación privada debido a las restric-
ciones normativas del modelo económico.

Como señala Zegarra Valdivia, el nuevo diseño ins-
titucional reservó al Estado la función de regular 
el mercado de los servicios de telecomunicacio-
nes, promoviendo la competencia, asegurando la 
calidad del servicio y protegiendo los derechos de 
los usuarios. Para ello, se implementaron meca-
nismos como la potestad tarifaria y normas sobre 
alcance, calidad y disponibilidad de los servicios 
(2018, p. 31).

En este contexto, se dictaron las normas funda-
mentales del sector que fueron integradas en el 
Texto Único Ordenado (en adelante, TUO) de la 
Ley de Telecomunicaciones aprobado por el Decre-
to Supremo 013-93-TCC4 (en adelante, Ley de Te-
lecomunicaciones) y el reglamento de la mencio-
nada Ley, cuyo TUO fue aprobado por el Decreto 
Supremo 020-2007-MTC. Precisamente, en el re-
glamento se desarrollan los principios normativos 
del sector, la clasificación de los servicios, entre 
otras reglas vinculadas a la gestión del espectro y 
disposiciones técnicas relevantes (Zegarra Valdivia, 
2018, p. 57; p. 61; p. 44).

A través de estas normas se establecieron diver-
sas obligaciones económicas que debían asumir 
las empresas operadoras del sector por el uso del 
espectro radioeléctrico y la ejecución de sus activi-
dades económicas, tales como:

a)	 El aporte por regulación que debe pagarse 
al Organismo Supervisor de Inversión Pri-
vada en Telecomunicaciones (en adelante, 
OSIPTEL)5.
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b)	 El aporte que debe pagarse al Fondo de In-
versión en Telecomunicaciones (en adelante, 
FITEL)6.

c)	 La tasa por explotación comercial7.

d)	 El Canon que debe pagarse al MTC.

En específico, el Canon es una obligación que se 
exige con un carácter periódico anual a todas las 
empresas que requieren la asignación del espectro 
radioeléctrico. El artículo 231 del Reglamento de la 
Ley de Telecomunicaciones define la metodología 
para su cálculo. Para ello, se establecen diversas 
variables según el tipo de servicio y su alcance8.

Así, dicho artículo fija el Canon sobre la base a dos 
mecanismos generales:

a)	 En el caso de los servicios públicos móviles, 
el esquema de cálculo contempla una fór-
mula con parámetros de alcance como el 
área de banda y el área del espectro asigna-
do, los cuales se ponderan con el presupues-
to objetivo definido por el MTC e, incluso, 
con un coeficiente de expansión o mejora 
tecnológica de la infraestructura.

b)	 Para los servicios portadores, de radiodifu-
sión y otros servicios privados; la fórmula 
utiliza un porcentaje de la UIT multiplicada 
en proporción a determinados umbrales de 
número de terminales, estaciones o canales 
activos por los operadores.

Respecto a la primera metodología de cálculo, la 
norma que incorporó los coeficientes de ponde-
ración para los servicios públicos móviles fue el 
Decreto Supremo 043-2006-MTC, en cuyos funda-
mentos se estipula que estos coeficientes generan 
mayores incentivos para que los operadores reali-
cen una utilización más eficiente del espectro.

6	 Contribución del 1 % de los ingresos brutos facturados y percibidos aplicable a determinadas empresas del sector desti-
nada a financiar proyectos de acceso universal a las telecomunicaciones en zonas de baja rentabilidad de interés social 
para el Estado.

7	 Obligación tributaria anual que deben pagar los titulares de concesiones por la explotación comercial de los servicios de 
telecomunicaciones. La tasa es equivalente al 0.5% de los ingresos brutos facturados y percibidos por las empresas del 
sector (artículo 229 del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones).

8	 En los artículos 8 y 9 de la Ley de Telecomunicaciones se clasifican los servicios de telecomunicaciones en dos catego-
rías: por un lado, según aspecto técnico se distingue en (i) servicios portadores; (ii) teleservicios, también llamados ser-
vicios finales; (iii) servicios de difusión; y (iv) servicios de valor añadido. Por otro lado, según su utilización y naturaleza 
se distingue en (i) servicios públicos; (ii) servicios privados; y (iii) privados de interés público (servicios de radiodifusión).

9	 Específicamente, las directrices de la International Telecommunication Union (en adelante, ITU).
10	 Un ejemplo de la composición del destino de los costos asignados para cumplir con el presupuesto objetivo puede revi-

sarse en la Exposición de Motivos del Decreto Supremo 003-2018-MTC.
11	 Conforme se establece en el artículo 55 de la Ley de Telecomunicaciones: 

Las concesiones y autorizaciones están sujetas al pago de un derecho, por única vez. La explotación comercial de 
los servicios está sujeta al pago de una tasa anual. En ambos casos los montos serán fijados en el reglamento. En 
caso de otorgamiento de concesiones y autorizaciones por concurso público, el monto de este derecho será definido 
de acuerdo a las bases en función a la mejor oferta. (1993)

Asimismo, en los considerandos de dicha norma se 
enfatiza que esta regulación atiende a los avances 
en tecnología y las recomendaciones internaciona-
les para asegurar la eficacia y seguridad en la admi-
nistración del espectro9.

Entre los coeficientes que componen la metodolo-
gía de cálculo del Canon, se contempla la variable 
del Presupuesto Objetivo del MTC que comprende 
los gastos proyectados para diversas actividades 
como: 

a)	 La gestión, regulación y supervisión del uso 
del espectro.

b)	 El desarrollo de proyectos de telecomunica-
ciones a través del FITEL.

c)	 La obtención de fondos para cumplir obliga-
ciones con organismos internacionales10.

Como se observa, la determinación del Canon 
tampoco obedece a la recuperación de los costos 
irrogados por el Estado para el otorgamiento de 
concesiones y autorizaciones para el uso del es-
pectro radioeléctrico a los operadores del sector, 
pues para ello se establece un derecho que es defi-
nido en las bases de cada concurso público11. 

Por su parte, el Canon tampoco es una obligación 
que financia exclusivamente un servicio de gestión 
o regulación prestado por el Estado, sino que su 
determinación obedece a parámetros técnicos que 
tienen como objetivo garantizar un uso eficiente 
del espectro radioeléctrico y fomentar el acceso 
universal de los servicios de telecomunicaciones.

En ese sentido, el Canon es una obligación que sur-
ge como consecuencia de la cesión de un bien de 
dominio público para cubrir múltiples finalidades 
como recuperar el costo que implica para el MTC 
la gestión técnica del espectro radioeléctrico; es 
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decir, asignación y protección de las bandas de fre-
cuencia asignadas, labores de monitoreo, homolo-
gación de equipos, gestión de normas; así como la 
obtención de recursos para fomentar el desarrollo 
de nuevos proyectos de telecomunicaciones den-
tro de los alcances del rol subsidiario del Estado en 
la economía social de mercado.

La metodología de cobro de esta obligación se fija 
en función a dos mecanismos: (i) uno general que 
atiende a la red de telecomunicaciones otorgada, 
el ancho de banda, la capacidad de los enlaces, la 
potencia de la señal, entre otras variables; y (ii) uno 
individual que considera el uso de cada equipo o 
terminal que opera el espectro radioeléctrico.

En cualquiera de los casos, las directrices de la In-
ternational Telecomunication Union [ITU] (2016, 
p. 12)12 recomiendan que las metodologías de cobro 
del Canon incorporen criterios técnicos que atien-
dan a recuperar los costos directos e indirectos de 
las frecuencias del espectro asignadas en función 
a variables como la congestión, intensidad de uso 
y escasez. Además de los objetivos económicos, la 
estructuración del Canon debe perseguir objetivos 
sociales y culturales del Estado. En el Perú, estas 
metas están alineadas con el cierre de la brecha di-
gital y la promoción del acceso a internet que per-
mita brindar conectividad a zonas alejadas y rurales.

Los elementos descritos permiten advertir que el 
Canon no responde exclusivamente a la recupe-
ración de costos administrativos ni a la prestación 
de un servicio estatal individualizado, sino que se 
impone como una contraprestación del otorga-
miento de la exclusividad para operar una banda 
de frecuencia del espectro radioeléctrico. El pago 
de esta obligación se fija con base en criterios 
técnicos, sociales y económicos que tienen como 
propósito garantizar un uso eficiente del recurso y 
promover el desarrollo de los servicios de teleco-
municaciones en el Perú.

Partiendo de esta premisa, en el siguiente acápite 
analizamos cuáles son las prerrogativas del Estado 
peruano para exigir el cobro de esta obligación a 
los operadores de telecomunicaciones y si sus fa-
cultades son tributarias o exceden dicho ámbito.

III.	 ¿QUÉ POTESTADES TIENE EL ESTADO PARA 
EXIGIR EL COBRO DEL CANON?

En el Perú, el término ‘canon’ no se utiliza de ma-
nera unívoca. Por ejemplo, la Ley 27506 (Ley del 
Canon) define como ‘canon’ a la participación en 

12	 Véase a ITU (2016).
13	 El más conocido es el canon minero. Sin embargo, también se establecen reglas similares para los hidrocarburos, recur-

sos forestales, hidroenergéticos, entre otros.

el Impuesto a la Renta o regalías que se atribuyen 
a los gobiernos regionales y locales del total de 
rentas que obtiene el Estado por la explotación 
económica de los recursos naturales, establecien-
do distintos porcentajes de participación según el 
tipo de recurso13.

En el caso del sector telecomunicaciones, el Canon 
al que nos referimos corresponde a otra acepción 
de este término: al pago que se exige a las empre-
sas operadoras por el uso privativo del espectro 
radioeléctrico, recurso que es indispensable para 
la ejecución de sus servicios de telecomunicacio-
nes en el país.

En específico, el artículo 60 de la Ley de Teleco-
municaciones determina que el uso del espectro 
radioeléctrico da lugar a la obligación de pagar un 
Canon por parte de los particulares que requieran 
una banda o reserva radioeléctrica. Asimismo, se 
precisa que la administración, determinación y re-
caudación de esta obligación corresponde al MTC, 
en su calidad de ente rector del sector telecomuni-
caciones en el Perú.

Dado que el objeto del Canon es retribuir la cesión 
en uso de las frecuencias del espectro radioeléctri-
co que son otorgadas a las empresas del sector te-
lecomunicaciones para la explotación económica 
de sus actividades comerciales; corresponde eva-
luar las prerrogativas que tiene el Estado peruano 
para exigir obligaciones económicas sobre otros 
recursos naturales.

A.	 La potestad del Estado peruano sobre los 
recursos naturales

El espectro radioeléctrico es un recurso natural del 
Estado peruano que se despliega en el espacio aé-
reo nacional. Respecto a los recursos naturales, el 
artículo 3, inciso e) de la Ley 26821, Ley Orgánica 
para el aprovechamiento sostenible de los Recur-
sos Naturales (en adelante, LOGRN) indica que:

Se consideran recursos naturales a todo com-
ponente de la naturaleza, susceptible de ser 
aprovechado por el ser humano para la sa-
tisfacción de sus necesidades y que tenga un 
valor actual o potencial en el mercado, tales 
como: [...] el espectro radioeléctrico. (1997) 
[el énfasis es nuestro] 

Con relación al pago que puede requerir el Estado 
por el uso de los recursos naturales, el artículo 20 
de la LOGRN establece que:
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Todo aprovechamiento de recursos naturales 
por parte de particulares da lugar a una retri-
bución económica que se determina por crite-
rios económicos, sociales y ambientales. La re-
tribución económica a que se refiere el párrafo 
precedente incluye todo concepto que deba 
aportarse al Estado por el recurso natural, ya 
sea como contraprestación, derecho de otor-
gamiento o derecho de vigencia del título que 
contiene el derecho, establecidos por las leyes 
especiales. El canon por explotación de recur-
sos naturales y los tributos se rigen por sus 
leyes especiales. (1997) [el énfasis es nuestro]

Como se colige de los artículos citados, la contra-
prestación económica que los particulares deben 
asumir por el aprovechamiento de los recursos 
naturales debe fijarse atendiendo a criterios eco-
nómicos, sociales y ambientales. A su vez, se aclara 
que dicha retribución abarca toda obligación que 
el Estado pueda exigir por la utilización del recur-
so. Es por ello que se lista de manera ilustrativa 
conceptos como el derecho de vigencia, derecho 
de otorgamiento, tributos u otras contraprestacio-
nes que las leyes especiales determinen.

La norma agrega que el canon y los tributos se 
rigen por sus propias normas especiales, lo que 
introduce una diferenciación formal entre estos 
conceptos y la categoría general de retribución 
económica por el uso de recursos naturales. 

Así, resulta claro que entre las obligaciones que 
se exigen por la explotación de dichos recursos se 
encuentran las tributarias, siendo viable que la ex-
plotación económica de un recurso natural genere 
la obligación de pagar tributos y otras obligaciones 
extratributarias.

En efecto, la propia LOGRN establece que los 
conceptos que son listados como parte de la re-
tribución económica se indiquen de forma ejem-
plificativa, remitiendo a las normas sectoriales la 
facultad de determinar qué tipo de derechos, con-
traprestaciones o pagos se exigen por cada tipo de 
recurso natural.

14	 Conforme se indica en el séptimo párrafo de la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley 2596/96CR.
15	 Artículo 74.- 

Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o decreto le-
gislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto 
supremo.
Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y tasas, o 
exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer la potestad tri-
butaria, debe respetar los principios de reserva de la ley, y los de igualdad y respeto de los derechos fundamentales 
de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio. 
Las leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre materia tributaria. Las leyes 
relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero de enero del año siguiente a su promulgación.
No surten efecto las normas tributarias dictadas en violación de lo que establece el presente artículo. (1993)

Cabe señalar que la LOGRN es una ley marco que 
tiene como propósito establecer lineamientos 
comunes para asegurar un uso eficiente y soste-
nible de los recursos naturales en el país14. Pre-
cisamente por su carácter general, esta norma 
remite a la legislación sectorial la definición de 
las obligaciones económicas que pueden surgir 
como consecuencia del aprovechamiento de un 
recurso natural.

Es por ello que en los artículos citados se estable-
ce que los pagos vinculados al aprovechamiento 
económico de los recursos naturales –sea que 
se configuren como retribuciones económicas o 
tributos– se determinan conforme a las disposi-
ciones específicas de la normativa sectorial que 
corresponda. 

Este entendimiento ha sido reafirmado por el Tri-
bunal Constitucional en los fundamentos jurídicos 
44, 45 y siguientes de la sentencia recaída en el Ex-
pediente 0048‑2004‑PI/TC, en los que se destaca 
que la condición para que el Estado pueda exigir 
una retribución económica por la concesión de 
recursos naturales se encuentra definida en una 
ley orgánica, como la LOGRN; pero la regulación 
concreta de las distintas formas en que dicha re-
tribución puede materializarse corresponde a las 
leyes especiales, pues por su naturaleza técnica y 
diversidad de supuestos no pueden quedar ínte-
gramente reguladas en una ley orgánica.

Nótese que, ni la Constitución, ni la LOGRN ex-
cluyen la aplicación de la potestad tributaria del 
Estado sobre los recursos naturales (artículo 74 de 
la Constitución15). Por tanto, cabe evaluar si el ori-
gen, las características y condiciones que gatillan 
el pago del Canon se subsumen como una obliga-
ción tributaria. 

B.	 La potestad tributaria del Estado peruano

El artículo 74 de la Constitución establece los lími-
tes y alcances de la potestad tributaria del Estado 
peruano. Así, dicho artículo exige que la creación, 
modificación, derogación o exoneración de tribu-
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tos solo pueda efectuarse mediante norma con 
rango de ley, salvo en el caso de aranceles y tasas, 
que pueden regularse mediante decreto supremo. 
Asimismo, reitera que en cualquier caso se deben 
respetar los principios de legalidad, igualdad, no 
confiscatoriedad y la protección de los derechos 
fundamentales. 

Si bien la legislación no ofrece una definición del 
término ‘tributo’, tanto la jurisprudencia como 
la doctrina suelen recurrir a la Norma II del Títu-
lo Preliminar del Código Tributario para dotar de 
contenido a este concepto. Esta norma describe 
las tres categorías tributarias vigentes en el orde-
namiento peruano –impuestos, contribuciones y 
tasas–, permitiendo derivar una definición general 
de tributo a partir de sus elementos comunes.

Así, la Norma II del Título Preliminar del Código 
Tributario establece que el término tributo com-
prende: 

a)	 Impuesto: Tributo cuyo pago no origina una 
contraprestación directa en favor del contri-
buyente por parte del Estado. 

b)	 Contribución: Tributo que tiene como he-
cho generador beneficios derivados de la 
realización de obras públicas o de activida-
des estatales.

c)	 Tasa: Tributo que surge de la prestación 
efectiva por el Estado de un servicio público 
a un contribuyente o por el aprovechamien-
to de bienes públicos. Se excluye de esta 
definición cualquier pago de origen contrac-
tual. (1996)

Por su parte, las tasas se subdividen en:

1.	 Arbitrios: pagos vinculados al mantenimien-
to o prestación de servicios públicos muni-
cipales.

2.	 Derechos: obligaciones que se pagan por 
servicios administrativos o por el uso o 
aprovechamiento de bienes públicos.

3.	 Licencias: pagos asociados a actividades su-
jetas a autorización estatal. (1996)

La norma agrega que las tasas y contribuciones 
no deben generar rentabilidad económica para 
el Estado, limitándose exclusivamente a cubrir el 
costo del servicio que originan. Este principio de 
provocación del costo del servicio, o principio de 

16	 En la Sentencia 3303-2003-AA/TC se esboza este concepto de tributo a partir de la definición de Geraldo Ataliba.
17	 En estas resoluciones, el Tribunal Fiscal cita las definiciones de Pérez Royo (2000) y de Ferreiro Lapatza (2003).

equivalencia, tiene como objetivo que el Estado no 
utilice los servicios que presta en las tasas y contri-
buciones como ‘impuestos encubiertos’ para obte-
ner utilidades de los particulares.

De lo mencionado se desprende que los tributos 
son obligaciones económicas impuestas por el Es-
tado a través de leyes a los particulares. Nuestra 
normativa adopta la clasificación tripartita de los 
tributos, distinguiendo entre tributos vinculados 
(tasas y contribuciones) y no vinculados (impues-
tos), según la existencia o no de una actuación 
estatal directa por el pago de estas obligaciones. 
Todos los tributos tienen como límite los principios 
del artículo 74 de la Constitución.

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha 
precisado que, pese a la ausencia de una defini-
ción normativa expresa del término ‘tributo’, este 
se entiende como una obligación dineraria que se 
impone por ley, no tiene carácter sancionador y su 
cumplimiento se exige a un obligado ubicado en el 
supuesto previsto por la propia norma16. 

En similar sentido, en las resoluciones de obser-
vancia obligatoria del Tribunal Fiscal 9715-4-2008 
y 00416-1-2009 se hace referencia a los tributos 
como obligaciones pecuniarias creadas en ejercicio 
del poder de imperio del Estado y exigidas con ca-
rácter unilateral, excluyendo aquellas que deriven 
de un acuerdo de voluntades. El elemento central 
no es la forma del pago, sino el origen estatal y la 
finalidad de financiar necesidades públicas17.

Estas características del tributo también son reco-
nocidas por la doctrina. Así, Sevillano señala que 
el tributo constituye una obligación establecida 
por ley que el Estado impone a los particulares en 
ejercicio de su poder de imperio. Dicha obligación 
implica entregar una suma de dinero –o un bien 
valorable en términos monetarios– de manera de-
finitiva, con la finalidad esencial de contribuir al fi-
nanciamiento estatal. Se añade que los hechos que 
configuran la incidencia del tributo se sustentan 
en la capacidad contributiva del obligado (2019, 
pp. 48-49).

Por su parte, García Vizcaíno sostiene que el tri-
buto es toda prestación obligatoria, sea en dine-
ro o en especie, que el Estado exige mediante el 
ejercicio de su ius imperium. Este autor resalta que 
su rasgo definitorio es precisamente la obligato-
riedad: el Estado actúa de manera unilateral, sin 
depender de la voluntad del contribuyente como 
ocurriría en los negocios jurídicos, pues la fuente 
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de la obligación es la ley y no un acuerdo entre las 
partes (1999, pp. 41-42).

De los elementos descritos se advierte que un tri-
buto es una obligación coactiva con origen en una 
norma con rango de ley que es impuesta en favor 
del Estado, con una entidad que administra dicho 
tributo. Además, esta obligación no tiene natura-
leza de sanción, sino que se impone con base en 
situaciones que reflejen capacidad contributiva de 
los contribuyentes. 

Conforme a la clasificación tripartita de los tribu-
tos, si el Canon fuese un tributo, se configuraría 
como una tasa-derecho, en tanto constituye una 
obligación pecuniaria exigida por el Estado a quie-
nes utilizan económicamente un bien de dominio 
público. En consecuencia, corresponde determinar 
si la obligación de pago del Canon se subsume en 
el supuesto de hecho de este tipo de tasas.

C.	 El Canon como tasa-derecho

Un punto inicial para examinar si el Canon califica 
como una tasa-derecho es la hipótesis de inciden-
cia de dicho tributo, ya sea por el aprovechamien-
to económico exclusivo del espectro radioeléctrico 
o por los servicios de monitoreo, tutela y asigna-
ción de este recurso natural.

Como mencionamos en el acápite anterior, el Ca-
non es una obligación económica que el Estado 
exige para cubrir los siguientes costos:

a)	 El uso y asignación exclusiva de un bien de 
dominio público, en este caso, el espectro 
radioeléctrico.

18	 Artículo 60.- 
La utilización del espectro radioeléctrico dará lugar al pago de un canon que deberán satisfacer los titulares de 
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El regla-
mento respectivo señalará los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones 
Vivienda y Construcción, los que serán aprobados mediante Decreto Supremo. (1993)

19	 Norma II: Ámbito de aplicación
Este Código rige las relaciones jurídicas originadas por los tributos. Para estos efectos, el término genérico tributo 
comprende: 
a)	Impuesto: Es el tributo cuyo cumplimiento no origina una contraprestación directa en favor del contribuyente por 

parte del Estado. 
b)	Contribución: Es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador beneficios derivados de la realización de 

obras públicas o de actividades estatales. 
c) 	Tasa: Es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador la prestación efectiva por el Estado de un servicio 

público individualizado en el contribuyente. No es tasa el pago que se recibe por un servicio de origen contractual. 
Las Tasas, entre otras, pueden ser: 
1. 	Arbitrios: son tasas que se pagan por la prestación o mantenimiento de un servicio público. 
2. 	Derechos: son tasas que se pagan por la prestación de un servicio administrativo público o el uso o aprovecha-

miento de bienes públicos. 
3. 	Licencias: son tasas que gravan la obtención de autorizaciones específicas para la realización de actividades 

de provecho particular sujetas a control o fiscalización. 
El rendimiento de los tributos distintos a los impuestos no debe tener un destino ajeno al de cubrir el costo de las 
obras o servicios que constituyen los supuestos de la obligación. (1996)

b)	 Los servicios que presta el MTC asociados a 
la explotación de dicho recurso. 

c)	 El financiamiento de nuevos proyectos de 
telecomunicaciones de interés social.

Ahora bien, el supuesto de hecho que habilita el 
cobro del Canon es el artículo 6018 de la Ley de 
Telecomunicaciones, el cual establece que el uso 
del espectro radioeléctrico genera la obligación de 
pagar el Canon a los particulares que solicitan una 
banda o reserva radioeléctrica.

En ese sentido, si el Canon fuese un tributo sería 
una tasa-derecho, pues se trata de una obligación 
que se origina por el aprovechamiento económico 
exclusivo de un bien de dominio público como el 
espectro radioeléctrico durante el periodo otorga-
do en concesión.

Respecto del término ‘bien público’ contempla-
do en la Norma II del Código Tributario19, el pro-
fesor Ruiz de Castilla observa que, si bien dicha 
expresión alude al patrimonio público, el derecho 
constitucional contemporáneo utiliza con mayor 
precisión la noción de ‘bienes de dominio público’ 
(2017, pp. 63-64).

En la doctrina actual, el concepto de dominio pú-
blico no se entiende como una simple modalidad 
de propiedad estatal, sino como un título jurídico 
que otorga a la administración pública la potestad 
de regular y supervisar el uso de los bienes colec-
tivos, con la finalidad de asegurar que su explota-
ción responda adecuadamente al interés nacional 
(Kresalja & Ochoa, 2020, p. 336).
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Así, nuestra normativa define como bienes públi-
cos aquellos que integran el dominio del Estado, 
ya sea porque están afectados al uso público o por-
que permiten la ejecución de un servicio público20. 
Por ello, la expresión ‘bien público’ empleada en 
la Norma II del Código Tributario debe entender-
se referida a los bienes sobre los cuales el Estado 
tiene potestades de dominio, entre los cuales se 
encuentran los recursos naturales como el espec-
tro radioeléctrico.

Sobre los recursos naturales, el Tribunal Consti-
tucional ha señalado que son parte del dominio 
eminente del Estado. Así, en el fundamento jurí-
dico 29 de la sentencia recaída en el Expediente 
0048-2004-PI/TC se resalta que, en su conjunto, 
los recursos naturales son patrimonio de la Nación 
y, jurídicamente, su titularidad reposa en el Esta-
do; el cual ejerce soberanía sobre su aprovecha-
miento, fijando las condiciones para su uso y goce 
por parte de los particulares.

En específico, sobre el espectro radioeléctrico, el 
Tribunal ha manifestado en el fundamento jurí-
dico 4 de la sentencia recaída en el Expediente 
0003-2006-PI/TC, que se trata de un recurso na-
tural de dimensiones limitadas; por ello, confor-
me al artículo 6621 de la Constitución, la Ley del 
Sistema Nacional de Bienes Estatales y los princi-
pios generales de estos bienes, el espectro inte-
gra el patrimonio de la Nación, siendo el Estado 
el ente soberano encargado de su gestión, plani-
ficación y control.

De este modo, resulta claro que el espectro ra-
dioeléctrico es un bien de dominio público cuya 
administración, planificación y control correspon-
den al MTC, entidad competente para otorgar 
concesiones de uso de las frecuencias del espectro 
para el desarrollo de los diversos servicios de te-
lecomunicaciones sobre este recurso natural que 
forma parte del patrimonio de la Nación.

Es importante subrayar que el Estado puede au-
torizar el aprovechamiento económico de un re-
curso natural por parte de privados a través de un 
procedimiento administrativo reglado como el de 
otorgamiento de concesiones. Sin embargo, no es 
posible que se realice la cesión de este recurso vía 

20	 De acuerdo con el numeral 2.2 del Reglamento de la Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales.
21	 Artículo 66.-

Los recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio de la Nación. El Estado es soberano en su 
aprovechamiento. Por ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a particulares. La 
concesión otorga a su titular un derecho real, sujeto a dicha norma legal. (1993)

22	 El Estado peruano no detenta un régimen de propiedad civil sobre los recursos naturales. Conforme al artículo 73 de la 
Constitución, los bienes de dominio público son inalienables e imprescriptibles. Por ende, estos recursos están someti-
dos a un régimen especial de administración que incluye la facultad de otorgar títulos habilitantes a los particulares para 
su utilización.

contractual, al tratarse de un bien inalienable de 
titularidad de la Nación22.

De lo expuesto se desprende que el espectro ra-
dioeléctrico constituye un bien de dominio público 
sobre el cual el Estado ejerce facultades soberanas 
de regulación, gestión y otorgamiento de derechos 
de uso a los particulares, incluso permitiendo su 
aprovechamiento económico privativo. 

Bajo esta premisa, el Canon satisface la primera 
característica de la hipótesis de incidencia propia 
de las tasas-derecho, vinculada al uso o aprove-
chamiento de un bien de dominio público. Sin em-
bargo, ello no resulta suficiente para determinar 
su naturaleza jurídica, por lo que corresponde exa-
minar los demás componentes que caracterizan a 
este tipo de tributos.

D.	 El elemento de prestación de un servicio es-
tatal en la tasa-derecho

Como se ha explicado, las tasas, en tanto tribu-
tos vinculados, se caracterizan porque su hecho 
imponible se relaciona con la prestación efectiva 
de un servicio por parte del Estado, servicio que 
debe ser individualizado y prestado directamente 
a favor del contribuyente obligado al pago. Aho-
ra bien, dentro de esta categoría, las tasas por el 
uso exclusivo que realiza un particular de un bien 
de dominio público nos invitan a una reflexión 
particular. 

Aunque la Norma II del Código Tributario describe 
esta obligación únicamente como consecuencia 
del uso o aprovechamiento de un bien público  
–como ocurre en el caso del espectro radioeléctri-
co–, una interpretación sistemática del concepto 
de tasa, género al que pertenecen los derechos, 
exige reconocer que también debe existir una 
prestación estatal divisible vinculada a esa utiliza-
ción. En otras palabras, la explotación de un bien 
de dominio público que da origen al pago del de-
recho debe ir acompañada de un servicio estatal 
específico asociado a dicho aprovechamiento. 

Asumir una posición contraria –esto es, sostener 
que el solo uso del bien público basta para que 
surja la obligación de pagar una tasa sin que me-



TH
EM

IS
 8

9 
|  R

ev
is

ta
 d

e 
D

er
ec

ho

216

CANON POR USO DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO: ¿TRIBUTO O CONTRAPRESTACIÓN ECONÓMICA? UN ANÁLISIS DE LA POTES-
TAD TRIBUTARIA EN LAS RETRIBUCIONES QUE EXIGE EL ESTADO PERUANO POR EL USO DE LOS RECURSOS NATURALES

THĒMIS-Revista de Derecho 89. enero-junio 2026. pp. 207-228. e-ISSN: 2410-9592

die un servicio individualizado– despojaría de con-
tenido la noción de este tributo construida por la 
doctrina y por nuestra legislación, aun cuando una 
interpretación estrictamente literal podría permi-
tir tal conclusión. 

Al respecto, la doctrina jurídica refuerza la idea de 
que debe existir un servicio del Estado en el caso 
de las tasas, en tanto la distinción clásica entre tri-
butos vinculados y no vinculados desarrollada por 
Geraldo Ataliba (1987) parte de la premisa de que 
una tasa conlleva la prestación de un servicio indi-
vidualizado cuyo costo es trasladado al contribu-
yente, a diferencia de los impuestos que no tienen 
correlato en una actividad estatal.

En esa línea, Héctor Villegas señala que el hecho 
imponible de una tasa siempre comprende una 
actividad estatal vinculada con el contribuyente, 
siendo este elemento de actuación estatal el más 
característico del instituto. Por ello, el autor desta-
ca que la tasa debe fundarse necesariamente en la 
prestación de un servicio concreto y específico a 
favor del obligado (2002, p. 174).

En el ámbito nacional, Ruiz de Castilla sostiene 
que el servicio relevante para efectos de la tasa 
implica siempre una actividad estatal de hacer, es 
decir, una prestación materializada en acciones 
concretas desempeñadas por la administración 
(2017, p. 57). 

De forma concordante, Bravo Cucci explica que, 
desde una perspectiva dinámica, la tasa es la obli-
gación cuyo aspecto material mantiene una cone-
xión directa con un servicio público individualiza-
do, cuya prestación efectiva constituye la base del 
tributo. Añade que, si bien rige el principio de pro-
vocación del costo del servicio, la tasa debe obser-
var también el principio de capacidad contributiva 
(2015, p. 75).

Esta postura ha sido compartida por la recien-
te sentencia en Casación 163202022 de la Corte 
Suprema, en la cual se examinó directamente la 
naturaleza jurídica del Canon. En dicho caso, la 
Sala Suprema señaló que, conforme a la Norma II 
del Código Tributario, toda tasa-derecho requiere 
que el aprovechamiento de un bien público vaya 
acompañado de una actividad estatal que permi-
ta, regule o viabilice dicho uso, resaltando que la 
expresión ‘uso o aprovechamiento de bienes pú-

23	 Esta resolución se emitió con carácter de observancia obligatoria.
24	 En un voto dirimente de la Sentencia, el magistrado César Landa Arroyo manifiesta que el Estado está facultado para 

exigir tasas de la subespecie derecho por la explotación de recursos naturales, enfatizando que la tarifa por el uso del 
agua subterránea constituye un tributo, aun cuando dicho recurso natural esté igualmente regulado por la LOGRN y por 
los principios que inspiran dicha normativa.

blicos’ no excluye la necesidad de una prestación 
estatal subyacente. 

En esa medida, la Corte Suprema concluyó que, 
en el caso específico del Canon, no se verifica una 
prestación directamente asociada al pago de esta 
obligación; razón por la cual este pago no califica 
como una tasa-derecho, sino que se trata de una 
contraprestación que se rige por la legislación del 
sector telecomunicaciones.

Desde una posición contraria, Hernández Beren-
guel sostiene que tratándose de tasas-derecho 
por el uso privativo de bienes de dominio público 
no sería necesario acreditar la prestación efectiva 
de un servicio, pues el Código Tributario –desde 
su reforma del 1 de abril de 1992– incorporó la 
clasificación tripartita de los tributos y estableció 
que los derechos, como subcategoría de las tasas, 
se generan por el mero uso o aprovechamiento 
de bienes públicos por parte de particulares 
(2008, p. 110).

De acuerdo con este autor, la legislación peruana 
ha optado por considerar que el aprovechamiento 
privativo de un bien de dominio público –incluidos 
los recursos naturales– gatilla el nacimiento del 
tributo tasa-derecho, cuya hipótesis de incidencia 
se sustenta precisamente en el uso exclusivo de 
dicho bien.

Esta interpretación cuenta con respaldo en juris-
prudencia del Tribunal Fiscal. Por ejemplo, en la 
Resolución 09715-4-200823 el Tribunal se pronun-
ció sobre el pago de vigencia anual por la autori-
zación temporal para el uso de áreas acuáticas y la 
franja costera, señalando que, conforme al Código 
Tributario, los derechos constituyen una modali-
dad de tasa cuyo nacimiento se vincula al uso de 
bienes de dominio público, siendo su cobro una 
retribución por el aprovechamiento particular de 
dichos bienes. En esa línea, el Tribunal concluyó 
que el derecho de vigencia anual previsto en el 
Reglamento de la Ley del Sistema Portuario Nacio-
nal, respondía al uso temporal de las aguas y de 
las franjas costeras, y que, por lo tanto, calificaba 
como una tasa.

En las sentencias recaídas en los Expedientes 
048992007PA/TC24 y 018372009PA/TC, el Tribunal 
Constitucional expone un criterio similar respecto 
al pago por el aprovechamiento del agua subterrá-
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nea. En dichas sentencias, el Tribunal concluye que 
la tarifa cobrada por el uso del agua subterránea 
posee naturaleza tributaria, motivo por el cual 
debe respetar los principios constitucionales del 
sistema tributario, conforme al artículo 74 de la 
Constitución25.

Es de señalar que la incorporación del aprove-
chamiento especial de un bien público como un 
supuesto generador de tasas tributarias surge 
como un mecanismo de contraprestación eco-
nómica que se impone a los privados que gozan 
de dicho uso privativo, ya sea por la peligrosidad, 
demanda, intensidad o aquel uso que excluya la 
utilización a los demás interesados. En cualquier 
caso, el aprovechamiento usualmente está suje-
to a licencias o concesiones (Moreno Fernández, 
2005, p. 371).

Así, en las distintas jurisdicciones que regulan las 
tasas por el uso de bienes públicos, ha sido un 
tema controvertido determinar si su cobro guarda 
una relación directa con los servicios que el Estado 
presta con ocasión de su otorgamiento. Por ejem-
plo, en Chile la Contraloría ha manifestado que 
este tipo de derechos constituye una retribución 
económica asociada a un servicio que presta el Es-
tado. En específico, por los gastos en los que incu-
rre la administración derivados del otorgamiento 
de una concesión o permiso para permitir el uso 
público de un bien y aquellos que se generen cuan-
do este aprovechamiento particular se vea obsta-
culizado (Mora Calderón, 2018, p. 39).

De igual forma, en España la jurisprudencia ha se-
ñalado que, en el caso de empresas de suministro, 
el régimen que calcula la tasa sobre los ingresos 
brutos municipales no solo grava el aprovecha-
miento, sino que también sustituye las tasas por 
licencias de obra necesarias para instalar y man-
tener la infraestructura, por ser estas un requisito 
para dicho aprovechamiento (Ortiz Calle, 2008, 
p. 103).

25	 Artículo 74.- 
Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o decreto le-
gislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto 
supremo.
Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y tasas, o 
exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer la potestad tri-
butaria, debe respetar los principios de reserva de la ley, y los de igualdad y respeto de los derechos fundamentales 
de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio.
Las leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre materia tributaria. Las leyes 
relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero de enero del año siguiente a su promulgación.
No surten efecto las normas tributarias dictadas en violación de lo que establece el presente artículo. (1993)

26	 En España, el canon se configura como una prestación patrimonial de carácter público no tributaria, derivada del con-
trato de concesión. La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado que, si bien en abstracto cabe compatibilidad 
entre el canon y la tasa por aprovechamiento especial del dominio público, dicha compatibilidad depende de que ambos 
no retribuyan el mismo uso del dominio público.

De hecho, en España, el debate sobre la compati-
bilidad entre la tasa por aprovechamiento especial 
del dominio público y otras obligaciones vincula-
das al acceso a los bienes públicos permanece vi-
gente. Recientemente, en la sentencia 1350/2025 
del Tribunal Supremo, se reitera que, cuando el 
concesionario o la empresa explotadora realiza un 
uso del dominio público que forma parte integran-
te de la concesión o de la propia dinámica del ser-
vicio, la administración no puede fraccionar artifi-
ciosamente ese uso en hechos imponibles aislados 
que generen cargas adicionales26. 

Por su parte, en la normativa peruana también 
se puede verificar la vinculación de la tasa por el 
aprovechamiento especial de los bienes públicos 
con los servicios realizados por el Estado. En espe-
cífico, en los artículos 6 y 9 de la Ordenanza Marco 
de la Tasa de Estacionamiento Vehicular Temporal 
en la provincia de Lima se indica lo siguiente:

Artículo 6.- Servicio de estacionamiento ve-
hicular temporal 
El servicio municipal de estacionamiento vehi-
cular consiste en un conjunto de actividades 
tendientes a propiciar el uso ordenado de las 
zonas habilitadas para el estacionamiento 
temporal de vehículos y a la reducción de su 
impacto negativo en la colectividad. Constitu-
yen parte de su actividad la señalización de los 
espacios, el mantenimiento periódico de las 
zonas, la colocación de elementos informati-
vos, el control del tiempo de estacionamiento 
y otros relacionadas con el servicio. (2004) [el 
énfasis es nuestro]

Artículo 9.- Estructura de costos del servicio
La estructura de costos debe contener exclu-
sivamente aquellos costos vinculados direc-
tamente con la prestación del servicio, tales 
como: 
a) Mano de obra. 
b) Materiales. 
c) Señalización. 
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d) Costos de implementación y mantenimiento 
del servicio. 
e) Costo asociado al uso temporal y exclusivo 
del espacio físico. 
f) Otros relacionados con el servicio. (2004) [el 
énfasis es nuestro]

Como se observa, el cobro de la tasa municipal 
por el uso de estacionamientos vehiculares tem-
porales se sustenta en las labores de señalización 
de los espacios, las actividades de acondiciona-
miento de estas zonas, el mantenimiento rutina-
rio, la supervisión del tiempo de estacionamiento 
y otros servicios relacionados. Nótese que esta 
ordenanza ‘marco’ es utilizada como fundamento 
normativo por otros municipios locales de la pro-
vincia de Lima.

En nuestra opinión, las tasas como tributos tie-
nen su razón de ser en que el Estado recupere 
los costos irrogados por los servicios individua-
lizados prestados a los contribuyentes. Por tan-
to, una interpretación sistemática e histórica de 
las tasas como tributos vinculados requiere que 
también se verifique la ejecución de un servi-
cio realizado por el Estado en las tasas exigidas 
por el aprovechamiento económico del bien de 
dominio público. De lo contrario, no estaríamos 
ante un tributo vinculado, sino ante una con-
traprestación que el Estado exige por el simple 
hecho de aprovechar exclusivamente un bien de 
dominio público.

En este contexto, cabe evaluar si el Canon cumple 
con las características descritas previamente para 
calificar como tributo, específicamente una tasa-
derecho por el uso de un bien de dominio público.

1.	 ¿El Canon tiene su origen en una norma con 
rango de ley? 

Desde una perspectiva normativa, las disposicio-
nes en las cuales se determina la metodología de 
cálculo del Canon y las condiciones para su exigibi-
lidad se prevén en el artículo 60 de la Ley de Tele-
comunicaciones y el artículo 231 del reglamento. 
Sin embargo, si bien el legislador ha previsto un 
marco general que crea el Canon como una retri-
bución económica asociada al aprovechamiento 
de este recurso natural, el pago de esta obligación 
no se activa solo por este mandato legal, sino que 
está vinculado a la suscripción voluntaria de un 

27	 Sin perjuicio de ello, es importante señalar que el Canon también puede ser exigido y liquidado a las empresas de tele-
comunicaciones que no son titulares de una concesión y que realizan un aprovechamiento ilegal de este recurso natural, 
pues el artículo 90 del TUO de la Ley de Telecomunicaciones establece que el uso no autorizado del espectro radioeléc-
trico conlleva la imposición de una multa administrativa y el pago de los derechos, tasas y el Canon correspondiente. 
Consideramos que en este escenario el pago del Canon se impone como consecuencia de la infracción de una conducta 
antijurídica tipificada y que tiene la naturaleza de sanción.

contrato de concesión para el aprovechamiento 
exclusivo del espectro radioeléctrico. 

Así, el uso privativo o aprovechamiento especial 
del espectro radioeléctrico no generan automáti-
camente la obligación de asumir el pago del Canon, 
sino que el hecho imponible parte del supuesto de 
que las empresas de telecomunicaciones solicitan 
y aceptan la asignación exclusiva del recurso natu-
ral mediante un contrato de concesión que enmar-
ca esta obligación. 

Por tanto, en nuestra opinión el Canon no tiene su 
origen exclusivamente en la ley, sino que presenta 
características que reflejan la existencia de una re-
lación contractual27.

2.	 ¿El Canon tiene naturaleza de sanción?

El Canon por uso del espectro radioeléctrico no 
tiene naturaleza punitiva, pues su exigibilidad no 
se vincula a la comisión del incumplimiento de una 
obligación, ni persigue finalidades represivas. 

Por el contrario, la obligación de pago del Canon se 
gatilla a partir de que el operador solicita la asigna-
ción del espectro radioeléctrico dentro del marco 
de un contrato de concesión y obtiene el derecho 
de utilizar este recurso natural de forma exclusiva. 
En consecuencia, el Canon cumple con esta carac-
terística de los tributos.

3.	 ¿El sujeto activo de la obligación es una enti-
dad pública?

El sujeto activo del Canon es el Estado peruano, 
ya que el MTC es el ente designado para exigir y 
administrar su cobro. En consecuencia, el Canon sí 
cumple con esta característica de los tributos

4.	 ¿El sujeto pasivo de la obligación es puesto 
en dicha situación de forma coactiva?

En este caso, los obligados son los operadores priva-
dos que realizan actividades de telecomunicaciones 
y que necesitan hacer uso del espectro radioeléctri-
co. Sin embargo, como mencionamos en el primer 
subtítulo del presente apartado, las empresas obli-
gadas al pago del Canon no incurren en dicha situa-
ción por mero imperio de la ley, sino que existe una 
suscripción voluntaria de un contrato para acceder 
a la asignación del espectro radioeléctrico.
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Por tanto, resulta controvertido que el Canon cum-
pla con esta característica de los tributos.

5.	 ¿Se origina en hechos que reflejan capacidad 
contributiva del contribuyente? 

De acuerdo con la clasificación tripartita de los tri-
butos que recoge nuestro ordenamiento jurídico, 
los tributos pueden ser vinculados como los im-
puestos o no vinculados como las tasas o contribu-
ciones especiales.

La capacidad contributiva que legitima la imposi-
ción de tributos se manifiesta a través de hechos 
o situaciones económicas objetivamente revelado-
ras de riqueza: en los impuestos, o en los servicios 
ejecutados a favor de los contribuyentes o un gru-
po de estos, en las tasas y contribuciones, aunque 
la intensidad de este principio se relativiza en el 
caso de las tasas y contribuciones28.

En el caso del Canon, las condiciones sobre las cua-
les el legislador establece un gravamen es la uti-
lización exclusiva de las frecuencias del espectro 
radioeléctrico asignadas a la empresa del sector 
telecomunicaciones, sin que exista una prestación 
estatal que encaje en la estructura de la tasa-de-
recho. Dicha prestación no constituye un aspecto 
revelador de capacidad contributiva.

Esta ausencia de un servicio estatal específico –y 
la consiguiente imposibilidad de vincular el monto 
del pago con un costo individualizable– es preci-
samente otro de los elementos que tensiona la 
calificación del Canon como tributo y que será de-
sarrollado en el acápite siguiente. 

Los elementos analizados permiten sostener que 
el Canon no reúne plenamente las características 
de una tasa-derecho, en tanto no se verifica la 
existencia de un servicio estatal que viabilice el 
aprovechamiento económico del bien de dominio 
público involucrado y además, porque esta obli-
gación no se impone exclusivamente de manera 
coactiva, sino que se asocia a la suscripción de un 
contrato de concesión para la explotación del es-
pectro radioeléctrico.

En el siguiente acápite se examinan las caracte-
rísticas del pago del Canon en nuestro ordena-
miento jurídico y, como ha abordado nuestra 
jurisprudencia, la exigencia de las obligaciones 

28	 Aunque la capacidad contributiva tiene una menor relevancia en las tasas, por tratarse de tributos asociados principal-
mente al beneficio obtenido por el contribuyente y al costo del servicio estatal recibido, no puede dejar de predicarse 
dicho principio sobre las tasas, como ha sido admitido por el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Ex-
pediente 041-2004-AI/TC, acción de inconstitucionalidad contra arbitrios impuestos por la Municipalidad de Surco, en la 
que se admite su aplicación para otorgar beneficios o exoneraciones sobre tasas.

vinculadas al aprovechamiento económico de los 
recursos naturales.

IV.	 ¿CUÁLES SON LAS CARACTERÍSTICAS DEL 
CANON Y DE OTRAS OBLIGACIONES EXIGI-
DAS POR EL USO DE RECURSOS NATURALES? 

Como hemos dejado en evidencia, la potestad en 
virtud de la cual el Estado exige el Canon a las 
empresas operadoras del servicio de telecomu-
nicaciones, no obedece a una obligación coactiva 
de carácter tributario, sino que refleja en mayor 
medida un pago que surge de una relación con-
tractual para la asignación y explotación exclu-
siva de determinadas frecuencias del espectro 
radioeléctrico.

Ahora bien, conviene evaluar la discusión que se 
ha presentado en nuestra jurisprudencia nacional 
sobre el presunto conflicto entre la hipótesis de in-
cidencia de las tasas por el uso o aprovechamiento 
de bienes públicos que se prevé en la Norma II del 
Título Preliminar del Código Tributario y las retri-
buciones que se cobran por la explotación de los 
recursos naturales que no deberían tener carácter 
tributario si se trata de contraprestaciones por la 
explotación de recursos originarios del Estado.

Así, el Tribunal Fiscal ha abordado esta controver-
sia en el análisis de las obligaciones por el uso o 
explotación de distintos recursos naturales.

A.	 Agua subterránea

En el caso de la tarifa por el uso de agua subterrá-
nea, la jurisprudencia del Tribunal Fiscal analizó la 
naturaleza jurídica de esta obligación bajo el régi-
men del Decreto Ley 17752, Ley General de Aguas, 
que fue dejado sin efecto por la Ley 29338, Ley de 
Recursos Hídricos.

En los casos analizados durante la vigencia del 
régimen anterior, el Tribunal Fiscal fue consis-
tente en calificar este pago como un tributo de la 
especie tasa-derecho. En las Resoluciones 0796-
1-1999 y 01438-5-2002, concluyó que la tarifa 
constituye una retribución por el aprovechamien-
to privativo de un recurso natural, en línea con 
la opción legislativa recogida en la Norma II del 
Título Preliminar del Código Tributario, que con-
sidera tributos a los pagos exigidos por el uso de 
bienes de dominio público. 
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Sin embargo, ya bajo la vigencia de la Ley 29338, 
la Corte Suprema ha expresado una postura con-
traria. En la Casación 11585-2014, se apartó del 
criterio tributario, considerando que la tarifa por 
agua subterránea responde a una retribución eco-
nómica de naturaleza no tributaria, sustentando su 
posición en que la obligación de pagar una contra-
prestación económica por parte de los usuarios del 
agua superficial y subterránea siempre ha existido; 
sin embargo, con el cambio legislativo, la obliga-
ción dejó de denominarse tarifa para pasar a ser 
retribución económica.

De igual forma, en la Casación 1870-2017, la Cor-
te Suprema validó la exigibilidad de la retribución 
económica conforme a la Ley de Recursos Hídricos. 
Aunque no se pronunció de manera concluyente 
sobre su naturaleza no tributaria, se hace refe-
rencia al artículo 176 del Reglamento de la Ley de 
Recursos Hídricos, que indica que la contrapresta-
ción económica que los usuarios deben pagar por 
el uso consuntivo o no consuntivo del agua no es 
un tributo, al ser dicho recurso natural patrimonio 
de la Nación. 

B.	 Tarifa de sobrevuelo

Respecto a la tarifa de sobrevuelo cobrada por la 
Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación 
Comercial S.A., entidad encargada de la gestión 
del espacio aéreo y de las áreas aeroportuarias, el 
Tribunal Fiscal señaló en la Resolución 16876-9-
2011 que esta obligación califica como un precio 
público y no como una tasa. 

El fundamento central de esta decisión radicó en 
que la relación entre las empresas de aviación y el 
Estado se configura como contractual, aun cuando 
el servicio sea prestado en régimen de monopolio. 
El Tribunal enfatizó que la determinación de la tari-
fa admite la obtención de rentabilidad y que el ser-
vicio de comunicaciones entre torres y aeronaves, 
si bien es exclusivo del Estado, responde a razones 
de oportunidad y conveniencia más que a una fun-
ción inherente a la soberanía estatal29. 

Es de señalar que el Tribunal parte de la premisa 
de que el pago por la tarifa de sobrevuelo no retri-
buye la cesión del espacio aéreo nacional de forma 

29	 Uno de los criterios doctrinarios más utilizados para distinguir entre tasas tributarias y precios públicos consiste en anali-
zar si el servicio prestado corresponde a una función inherente al Estado –lo que justificaría su financiamiento mediante 
tasas– o si, por el contrario, se trata de una actividad asumida por razones de oportunidad o conveniencia, propia de 
los precios públicos. No obstante, este enfoque ha sido objeto de críticas, ya que la calificación jurídica de la obligación 
puede verse condicionada por las transformaciones en la política económica estatal. Esta observación resulta especial-
mente relevante en el contexto peruano, que ha sido objeto de un proceso de liberalización de actividades y del cambio 
de rol del Estado desde la Constitución de 1993.

30	 Véase a Vidal Henderson et al. (1991) para una revisión detallada de este criterio de distinción entre las tasas y precios 
públicos. 

temporal, sino el servicio de sobrevuelo se define 
como las comunicaciones que se realizan entre las 
torres de control para permitir el traslado adecua-
do de las aeronaves que surcan el territorio perua-
no, sin aterrizar en el Perú.

C.	 Tarifa de tráfico y rampa

De forma similar al anterior caso, en la Resolución 
13789-1978, el Tribunal Fiscal analizó la naturaleza 
de las tarifas por servicios de tráfico y rampa pres-
tados por la Corporación Peruana de Aeropuertos 
y Aviación Comercial S.A., a los operadores de 
transporte aéreo.

En dicho caso, el Tribunal concluyó que estos ser-
vicios no son inherentes a la soberanía estatal, ya 
que históricamente han podido ser prestados por 
agentes privados, y su asunción por parte del Esta-
do obedece a razones de conveniencia. Por tanto, 
el pago exigido por estos servicios se enmarca en 
la lógica de los precios públicos y no de las tasas 
tributarias, reforzando este criterio doctrinario y la 
importancia de la naturaleza del servicio para cali-
ficar la naturaleza de la obligación30.

D.	 Regalías mineras 

El caso de las regalías mineras constituye un ejem-
plo paradigmático de una contraprestación exi-
gida por la explotación de los recursos naturales 
realizada por los actores privados de la industria 
mineral extractiva. De hecho, la naturaleza de esta 
obligación fue ampliamente debatida al momento 
de su incorporación, pues un sector de la doctrina 
cuestionó la imposición de cargas adicionales con 
aparente carácter tributario a empresas que, en 
muchos casos, contaban con convenios de estabili-
dad jurídica tributaria vigentes.

El Tribunal Constitucional se pronunció sobre la 
naturaleza de esta obligación en el fundamen-
to jurídico 11 de la sentencia recaída en el Ex-
pediente 048-2004-PI/TC, reconociendo que el 
Estado tiene legitimidad para exigir el cobro de 
regalías por la explotación de sus recursos no 
renovables, en atención a su carácter limitado 
y al impacto ambiental generado en la zona de 
explotación. 
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Además de ello, es de señalar que el artículo 131 
de la Ley 28969, Ley que autoriza a la Superinten-
dencia Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria (en adelante, SUNAT) la aplicación de 
normas que faciliten la administración de regalías 
mineras, establece de forma expresa que la rega-
lía no tiene naturaleza de tributo, sino que se trata 
de una contraprestación económica con un marco 
normativo propio.

Así, el tratamiento de las regalías mineras eviden-
cia una exclusión normativa expresa que respalda 
la calificación no tributaria de este tipo de contra-
prestaciones. Más allá de las particularidades de la 
industria extractiva y la naturaleza no renovable de 
los recursos minerales, la Ley 28969 manifiesta de 
forma inequívoca el entendimiento del legislador 
de que esta obligación económica corresponde a 
un régimen ajeno a las potestades tributarias del 
Estado, precisamente porque se trata de un pago 
exigido a los agentes privados que explotan los re-
cursos naturales de la Nación. 

E.	 Autorización temporal de uso de área acuá-
tica y franja costera

Respecto al pago de derecho de vigencia anual por 
el otorgamiento de autorización temporal de uso 
de área acuática y franja costera, el Tribunal Fiscal, 
mediante la Resolución 09715-4-200832 concluyó 
que este pago tiene naturaleza tributaria y consti-
tuye una tasa-derecho, conforme a la Norma II del 
Código Tributario. 

El Tribunal fundamenta su conclusión en el hecho 
de que esta obligación retribuye el aprovecha-
miento privativo de un bien de dominio público, 
sin que exista una exclusión legal expresa que per-
mita calificarla como una retribución no tributaria. 
El tribunal enfatiza que nuestro Código Tributario 
establece que el aprovechamiento económico de 
los bienes públicos genera el pago de una tasa-de-
recho, siendo que el otorgamiento de autorización 
temporal de uso de área acuática y franja costera 

31	 Artículo 1.-
El objeto de la presente Ley es lograr una administración eficiente de la regalía minera, contraprestación de naturale-
za no tributaria. Para tal efecto, se establece complementariamente la forma en la que la Superintendencia Nacional 
de Administración Tributaria - SUNAT ejercerá las funciones asociadas con el pago de dicha regalía minera, tales 
como el registro, recepción y procesamiento de declaraciones, fiscalización, determinación de la deuda, control 
de cumplimiento, recaudación, ejecución coactiva, resolución de procedimientos contenciosos y no contenciosos, 
administración de infracciones y sanciones. 
El Ministerio de Energía y Minas proporcionará a la SUNAT la relación de sujetos obligados al pago de la regalía 
minera y cualquier otra información que ésta [sic] solicite sobre la materia, y le prestará apoyo técnico que requiera 
para su actuación en cualquiera de los procesos vinculados a la administración de la regalía minera, bajo responsa-
bilidad de los funcionarios encargados. (2007)

32	 Cuyo criterio se establece con carácter de observancia obligatoria. 
33	 Estas Resoluciones no han sido emitidas con carácter de observancia obligatoria.

se subsume plenamente en el supuesto de hecho 
de este tributo.

F.	 Canon

Finalmente, respecto a la naturaleza jurídica del 
Canon, en la jurisprudencia nacional se aprecia 
una divergencia marcada entre las posiciones de 
la Corte Suprema del Poder Judicial y el Tribunal 
Fiscal (sede administrativa).

En esta discrepancia jurisprudencial se reflejan las 
dos formas distintas de aproximarse al Canon: una 
lectura de esta obligación como una tasa-derecho 
por el aprovechamiento económico exclusivo del 
espectro radioeléctrico; y una lectura de esta obli-
gación como contraprestación económica, que 
atiende al régimen especial de los recursos natura-
les y a la potestad del Estado de obtener una retri-
bución por su explotación económica. 

En efecto, el Tribunal Fiscal ha señalado en di-
versas resoluciones33 (como las 02836-5-2009, 
16074-5-2012, 02059-Q-2019, entre otras) que el 
Canon constituye una tasa-derecho, al amparo de 
la Norma II del Código Tributario, en tanto retribu-
ye el uso exclusivo de un bien de dominio público 
y la prestación de servicios estatales asociados a 
dicho uso.

Por el contrario, en la sentencia en Casación 704-
2020-Lima de la Corte Suprema se concluye que el 
Canon no tiene naturaleza tributaria, argumentan-
do que su origen es contractual, pues deriva de la 
relación concesional entre el Estado y la empresa 
operadora de telecomunicaciones y, además, que 
el legislador no le ha otorgado expresamente la ca-
lidad de tributo al Canon, a diferencia de la tasa 
anual por explotación comercial.

En nuestra opinión, este segundo argumento re-
sulta bastante endeble, pues la calificación jurídica 
de una obligación no puede determinarse única-
mente por la denominación que le otorgue el le-
gislador. Lo relevante es analizar sus elementos 
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sustanciales y el régimen aplicable. En palabras de 
Medrano, una posición de este tipo conduciría al 
absurdo de sostener que bastaría con que el legis-
lador niegue el carácter tributario a una obligación 
para que su creación, modificación o supresión 
quede fuera de los controles y principios propios 
del Derecho Tributario (1991, pp. 37-38).

De igual forma, en la sentencia en Casación 
163202022-Lima34, la Corte Suprema precisó que, 
conforme a la Norma II del Código Tributario, toda 
tasa-derecho requiere que el aprovechamiento de 
un bien público esté acompañado de una actividad 
estatal, siendo que, en el caso del Canon, no se ve-
rifica la prestación de un servicio. Por tanto, la Cor-
te concluyó que esta obligación no califica como 
una tasa-derecho, sino como una contraprestación 
contractual.

Nuestra posición coincide parcialmente con la 
línea seguida por la Corte Suprema, en cuanto 
descarta que el Canon califique como una tasa-
derecho. Sin embargo, dicha conclusión no debe 
sustentarse únicamente en la existencia de una 
relación concesional ni en la ausencia de una cali-
ficación legal expresa como tributo. A nuestro jui-
cio, el argumento determinante es que el Canon 
se exige como una contraprestación económica 
por el aprovechamiento exclusivo del espectro 
radioeléctrico que forma parte del patrimonio 
de la Nación, y no como una retribución por un 
servicio estatal divisible como sería propio de las 
tasas tributarias.

En suma, el análisis de los casos descritos revela 
que la naturaleza jurídica de las obligaciones exigi-
das por el Estado en el contexto de la explotación 
de recursos naturales depende tanto de la remi-
sión general de la LOGRN, que legitima al Estado 

34	 Ninguna de las dos sentencias en casación de la Corte Suprema se emitió con la condición de precedente vinculante.
35	 Esta norma fue publicada en el Diario Oficial El Peruano el 23 de junio del 2004.

a cobrar una retribución que se fije en criterios 
técnicos, económicos y sociales; así como de las 
particularidades de cada sector que prevén exclu-
siones expresas. 

Es de resaltar que la exclusión normativa no resul-
ta determinante para sostener que las obligacio-
nes exigidas por el Estado sobre los recursos na-
turales –a pesar de compartir elementos con las 
tasas tributarias– pueden regirse por un régimen 
especial distinto al tributario. 

Así, en el caso de las regalías mineras, la califica-
ción de estos pagos como contraprestaciones de 
naturaleza no tributaria se establece a través de 
la Ley 28969 que fue publicada el 24 de enero de 
2007 con la finalidad de facilitar la administración 
de esta obligación por parte de la SUNAT. Esta nor-
ma fue emitida después de más de 2 años de la 
publicación de la Ley 2825835, Ley de Regalía Mi-
nera, que creó el régimen de esta contrapresta-
ción especial.

Por su parte, en el caso del pago que se exige a los 
usuarios por el aprovechamiento económico del 
agua, su naturaleza jurídica no tributaria se precisó 
en el Reglamento de la Ley de Recursos Hídricos, 
aprobada por el Decreto Supremo 001-2010-AG 
(norma de rango infralegal).

Finalmente, en el caso del Canon, las normas del 
sector telecomunicaciones no contienen ninguna 
provisión que defina el carácter no tributario de 
esta obligación. En los diversos artículos de la Ley 
de Telecomunicaciones y el Reglamento se hace 
referencia al origen, las condiciones y la metodo-
logía de pago del Canon; así como de otros de-
rechos, multas y tasas, sin pronunciarse sobre la 
naturaleza del Canon:

Cuadro 1: Normas relevantes del sector telecomunicaciones vigentes al 1 de enero de 2026

TUO de la ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 013-93-TCC)

Artículo 60.- La utilización del espectro radioeléctrico dará lugar al pago de un canon que deberán satisfacer los titulares de 
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento 
respectivo señalará los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y 
Construcción, los que serán aprobados mediante Decreto Supremo.

Artículo 101.- Los ingresos recaudados por concepto de derechos, tasas, canon y multas, luego de la aplicación a los fines 
específicos que se considera en esta Ley, serán destinados exclusivamente al desarrollo de las telecomunicaciones, al control 
y monitoreo del espectro radioeléctrico y a sufragar las obligaciones contraídas con los organismos internacionales de tele-
comunicaciones.
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TUO del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 020-2007-MTC)

Artículo 137.- Causales de resolución del contrato 
El contrato de concesión se resuelve por:
[…]
6. Incumplimiento del pago del canon por dos (2) años calendario consecutivos, salvo que cuente con fraccionamiento vigen-
te o se haya dejado en suspenso la exigibilidad de las obligaciones económicas conforme a lo establecido en la Ley General 
del Sistema Concursal.

Artículo 231.- Canon anual
El canon anual que deben abonar los titulares de concesiones o autorizaciones por concepto del uso del espectro radioeléc-
trico, se calcula aplicando los porcentajes que se fijan a continuación sobre la UIT, vigente al primero de enero del año en que 
corresponde efectuar el pago 
[…]
a) Sistema de transmisión analógico.
Por cada estación terrestre o satelital que utilice sistemas multicanales por frecuencia de transmisión y por capacidad insta-
lada del sistema:
Hasta 12 canales
[…]
a) Servicio telefónico móvil, servicio de comunicaciones personales y teleservicio móvil de canales múltiples de selección 
automática (troncalizado).
Se aplica la siguiente fórmula:
C = CAB × NF × CA × CPB × CPZ × FS × PO – CEI
Donde:
C: es el canon anual por el uso del espectro radioeléctrico
CAB: es el coeficiente de ancho de banda
NF: es el número de bandas, sub-bandas y canales de frecuencias asignados conforme a las canalizaciones respectivas, para 
la prestación del servicio en una zona determinada
CA: es el coeficiente de área
CPB: es el coeficiente de ponderación por bandas de frecuencias
CPZ: es el coeficiente de ponderación por zona
FS: es el coeficiente de participación por servicio
PO: es el presupuesto objetivo
CEI: es el coeficiente de expansión de infraestructura y/o mejora tecnológica de la infraestructura
Los factores y conceptos de la fórmula general para la determinación del Canon se detallan y actualizan conforme el Anexo II 
del presente Decreto Supremo […].

Fuente: Elaboración propia

De una revisión sistemática de la normativa del 
sector, se advierte que las disposiciones especiales 
que regulan el Canon no incorporan criterio alguno 
que delimite expresamente su naturaleza jurídica, 
ni que lo configure como una contraprestación 
económica por el uso del espectro radioeléctrico 
que no tiene carácter tributario.

En estas normas no se establece una excepción a 
la aplicación del supuesto de hecho previsto en la 
Norma II del Título Preliminar del Código Tributario 
referido a las tasas-derecho que se originan por el 
aprovechamiento económico privativo de los bie-
nes públicos, como el espectro radioeléctrico.

No obstante, ello no ha sido óbice para que la Cor-
te Suprema sostenga, en las sentencias citadas 
líneas arriba, que el Canon corresponde a una con-
traprestación económica por el uso de un recurso 
natural que no tiene carácter de tributo, pese a 
que no existe una norma de rango legal o infralegal 
que excluya expresamente la naturaleza tributaria 
de esta erogación.

Siendo ello así, la calificación normativa que pue-
da hacerse sobre las obligaciones exigidas por el 
uso de recursos naturales, ya sea como tributos u 
otras formas de retribución económica, no parece 

ser un criterio determinante; sino que la reciente 
jurisprudencia que se pronuncia sobre el Canon 
sustenta su calificación en la potestad originaria 
del Estado de exigir una contraprestación por la 
explotación de sus recursos naturales desarrollada 
por la LOGRN, la cual posee una naturaleza con-
tractual y no tributaria.

Precisamente por ello, la discusión no puede ago-
tarse en verificar si existe o no una disposición 
sectorial que precise expresamente la naturaleza 
jurídica de la obligación. El punto central consiste 
en identificar cuál es la potestad estatal que justifi-
ca su cobro: si se trata de la potestad tributaria, el 
Canon debería someterse al régimen propio de los 
tributos; pero si se trata de la potestad patrimonial 
del Estado sobre el espectro radioeléctrico como 
recurso natural público, su calificación correspon-
de al ámbito de las contraprestaciones económicas 
no tributarias.

Respecto a la clasificación de los ingresos estatales 
como originarios y derivados, Fernando Zuzunaga 
afirma que los ingresos derivados son aquellos 
que el Estado obtiene precisamente en virtud de 
su potestad pública, al ampararse en su ‘poder de 
imperio’ y en la Constitución para efectuar apro-
piaciones legítimas del patrimonio de los particu-
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lares, sin que exista un componente retributivo o 
compensatorio. Dentro de esta categoría se ubi-
can, por ejemplo, los tributos y las sanciones. En 
contraste, los ingresos originarios o patrimoniales 
provienen del propio patrimonio del Estado y se 
generan cuando este actúa como sujeto econó-
mico, obteniendo recursos mediante el aprove-
chamiento, arrendamiento o transferencia de sus 
bienes, es decir, a partir de fuentes de riqueza que 
le son propias (2011, p. 2).

De acuerdo con esta clasificación económica de los 
ingresos del Estado recogida por la doctrina finan-
ciera clásica36, los ingresos públicos se dividen en 
originarios y derivados. Los ingresos derivados, en-
tre los que se encuentran los tributos, constituyen 
apropiaciones del patrimonio privado sustentadas 
en el poder de imperio, pues su exigencia se jus-
tifica en la potestad pública y no en una relación 
contractual. En cambio, los ingresos originarios 
son aquellos que provienen del propio patrimo-
nio estatal, ya sea por la explotación, uso, disfrute 
o disposición de los bienes que le pertenecen, y 
surgen cuando el Estado actúa como propietario 
económico y no como soberano.

Desde esta perspectiva, el Canon y demás obliga-
ciones vinculadas al aprovechamiento económi-
co de los recursos naturales no deben calificarse 
como tributos, sino como expresiones de la parti-
cipación del Estado en el valor de los bienes que le 
pertenecen patrimonialmente. Su fundamento no 
reside en una imposición coactiva sustentada en 
la potestad tributaria, sino en una relación com-
pensatoria propia de la explotación de un recurso 
escaso cuya titularidad es del Estado. Por ello, la 
relación que se establece entre el Estado y el parti-
cular que obtiene la facultad de explotación tiene 
naturaleza contractual y retributiva, más cercana a 
una contraprestación económica que a una obliga-
ción tributaria coactiva.

Bajo esta lógica, los pagos que el Estado exige por 
la explotación de sus recursos no encuentran ex-
plicación en el Derecho Tributario, sino en la po-
sición jurídica del Estado como propietario origi-
nario del recurso natural. La contraprestación que 
recibe se fundamenta en su derecho a participar 
del valor generado por la explotación económica 
del recurso natural y no en la potestad tributaria 

36	 Como explica Héctor Villegas (2002), esta clasificación tiene larga aceptación en la doctrina financiera europea y lati-
noamericana, y ha sido desarrollada por autores como Gaston Jéze, Giuliani Fonrouge, Jarach Dino Jarach y Maurice 
Duverger (p. 111).

37	 Ley que crea incentivos para promover la inversión en telecomunicaciones en las localidades rurales, cuyo dictamen fue 
aprobado por la Comisión de Economía el 14 de diciembre de 2022.

38	 No obstante, esta propuesta no fue acogida por el Poder Legislativo, en tanto el dictamen del MTC fue enfático en seña-
lar que el Canon debe ser calificado como una obligación tributaria de la especie tasa-derecho, en concordancia con la 
Norma II del Código Tributario. 

del Estado que le permite obtener recursos del pa-
trimonio de los privados. 

En esa línea, Eduardo Sotelo advierte que, bajo la 
redacción vigente de la Norma II del Título Preli-
minar del Código Tributario, cualquier pago exigi-
do por el Estado a un particular por el uso de un 
recurso natural terminaría calificando como un 
tributo de la especie tasa‑derecho. Ello ocurriría 
incluso cuando la doctrina financiera y tributaria 
coincide en que los recursos naturales integran el 
patrimonio originario del Estado y, por tanto, de-
berían quedar al margen de la potestad tributaria 
(2005, p. 246).

Como señala el profesor Sotelo, una lectura aislada 
e irrestricta de la Norma II del Título Preliminar del 
Código Tributario, referida a que toda utilización 
privativa de bienes públicos –incluyendo aquella 
que se exige por la explotación de los recursos na-
turales– genera el pago de una tasa‑derecho, no 
resulta razonable, pues desconoce la potestad del 
Estado de participar en los recursos naturales que 
integran el patrimonio originario del Estado, la cual 
está al margen de la potestad tributaria

De hecho, esta línea interpretativa del Tribunal Fis-
cal ha generado que en determinados regímenes 
sectoriales se precise de forma expresa una espe-
cie de objeción de reserva de aplicación de la Nor-
ma II del Título Preliminar del Código Tributario, tal 
y como ocurre con las regalías mineras y la tarifa 
por el uso del agua.

Incluso, en el caso del Canon, la falta de una dis-
posición normativa que defina expresamente la 
naturaleza no tributaria del Canon derivó en que, 
en la redacción original del artículo 2 del Proyecto 
de Ley 806/2021CR37, el dictamen del Ministerio 
de Economía y Finanzas proponga incorporar una 
precisión que aclare que el pago por el uso del es-
pectro radioeléctrico es una obligación de carácter 
no tributario38.

En nuestra opinión, no resulta necesario estable-
cer una exclusión expresa –ni mediante una norma 
con rango de ley ni mediante disposiciones infra 
legales– para afirmar que una obligación vinculada 
con la explotación económica de un recurso natu-
ral posee naturaleza no tributaria.
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Una interpretación de este tipo refleja una inter-
pretación excesiva del alcance de la Norma II del 
Título Preliminar del Código Tributario, sin atender 
a que estas obligaciones se sustentan en un régi-
men jurídico distinto al tributario: la potestad ori-
ginaria del Estado para administrar y explotar sus 
recursos patrimoniales.

Siendo ello así, consideramos que el análisis de la 
naturaleza jurídica de las obligaciones económicas 
por el uso temporal o la explotación de los recur-
sos naturales, debería partir de la premisa de que 
estos bienes se regulan por el régimen especial de 
la LOGRN, cuya regulación presenta diversos mati-
ces que permitan distinguirlos de otros bienes de 
dominio público. 

Es precisamente este marco regulatorio especial, 
con fundamento constitucional en el artículo 66, 
el que habilita al Estado a exigir retribuciones de 
carácter patrimonial por la explotación económica 
de sus recursos naturales. Ello explica la existencia 
de figuras como el Canon, las regalías mineras o la 
retribución económica por el uso del agua, todas 
ellas concebidas como contraprestaciones econó-
micas vinculadas a la cesión de recursos originarios 
y no como tributos derivados del poder de imperio 
del Estado.

Si bien es cierto, una parte de la doctrina nacio-
nal mantiene posiciones divergentes, la reciente 
línea jurisprudencial de la Corte Suprema –que 
reconoce la naturaleza no tributaria del Canon– 
contribuye de manera significativa a la seguridad 
jurídica, al delimitar con claridad las reglas de jue-
go que rigen al Canon y evitar la traslación indebi-
da de los principios y procedimientos del Derecho 
Tributario.

En virtud de lo expuesto, somos de la posición de 
que el Canon encuentra una explicación más con-
sistente en la categoría de retribución económica 
que surge por la explotación exclusiva de un re-
curso natural como el espectro radioeléctrico. La 
naturaleza jurídica de esta obligación corresponde 
a una contraprestación económica no tributaria, 
de naturaleza patrimonial, exigida por el Estado 
como retribución por el aprovechamiento priva-
tivo del espectro radioeléctrico. Esta calificación 
no excluye la existencia de límites jurídicos a su 
determinación, pero sí impide trasladar automá-
ticamente al Canon el régimen de creación, de-
terminación, impugnación y control propio de las 
obligaciones tributarias.

V.	 CONCLUSIONES

Del análisis desarrollado en el presente trabajo, 
podemos extraer las siguientes conclusiones:

–	 El Canon no constituye un tributo de la es-
pecie tasa-derecho. Si bien comparte cier-
tos elementos con los pagos exigidos por 
el aprovechamiento especial de bienes de 
dominio público, su fundamento jurídico no 
radica en la potestad tributaria del Estado ni 
en la prestación de un servicio estatal divisi-
ble. Por el contrario, responde a la atribución 
y explotación exclusiva de un recurso natural 
integrante del patrimonio de la Nación, por 
lo que se aproxima con mayor coherencia a 
una contraprestación económica de natura-
leza no tributaria.

–	 La metodología de cálculo del Canon res-
ponde a criterios técnicos, sociales y eco-
nómicos, no a la recuperación estricta de 
costos administrativos. La inclusión de va-
riables como el ancho de banda, la conges-
tión, la intensidad de uso, la expansión tec-
nológica y el presupuesto objetivo reflejan 
que esta obligación se constituye como una 
retribución económica que tiene como fi-
nalidad obtener recursos para garantizar un 
uso eficiente y fomentar el acceso universal 
de los servicios de telecomunicaciones en 
el país. 

–	 Aunque una interpretación aislada de la 
Norma II del Título Preliminar del Código 
Tributario podría llevar a calificar el Canon 
como una tasa-derecho, dicha lectura resul-
ta insuficiente cuando se analiza el régimen 
especial de los recursos naturales previsto 
por la Constitución y la LOGRN. En particular, 
el Canon no se sustenta en la prestación de 
un servicio estatal divisible prestado a favor 
del contribuyente, ni en una obligación que 
surge de forma coactiva, elementos que tra-
dicionalmente están asociados a las tasas 
tributarias.

–	 La clasificación de los ingresos públicos en 
originarios y derivados permite explicar ade-
cuadamente la naturaleza del Canon. Mien-
tras los tributos constituyen ingresos deriva-
dos sustentados en el poder de imperio del 
Estado, el Canon se relaciona con la explo-
tación económica de un recurso que forma 
parte de su patrimonio originario. Por ello, 
su fundamento jurídico se encuentra más 
próximo a una retribución patrimonial que a 
una obligación tributaria.

–	 La evolución reciente de la jurisprudencia 
evidencia un desplazamiento desde una 
interpretación literal de la Norma II del Tí-
tulo Preliminar del Código Tributario hacia 
una aproximación basada en el régimen es-
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pecial de los recursos naturales. En nuestra 
opinión, esta última interpretación resulta 
más consistente con el ordenamiento jurí-
dico peruano, pues permite distinguir entre 
las obligaciones derivadas de la potestad 
tributaria y aquellas que responden a la 
participación del Estado en la explotación 
económica de los recursos que integran el 
patrimonio de la Nación. 
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